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de las diligencias practicadas. que sean necesarias. debe
decidir con arreglo a su criterio debidamente motivado
la resolución que estime aplicable al caso. ya que. en
definitiva. la apreciación de si existen o no indicios de
criminalidad contra determinadas personas. no es una
cuestión trasladable al ámbito constitucional (SSTC
136/1986. fundamento jurídico 2. y 191/1989. fun­
damento jurídico 5). La decisión de sobreseer podría
ser revisada en esta vía de amparo «si se violan las garan­
tías constitucionales. entre las que se encuentra el ago­
tamiento de los medios de investigación (SSTC
46/1982, fundamento jurídico 3. y 40/ 1988. fundamen­
to jurídico 3), entendido no como un derecho a practicar
todas las diligencias que la parte solicite. sino, como
reiteradamente ha afirmado este Tribunal, solamente
aquellas que el Juez estime pertinentes» (STC
351/1993. fundamento jurídico 4). Lo que no es el caso.

e) y respecto a la tercera queja, basada en el
supuesto derecho a la total sustanciación del proceso.
hay que recordar que el derecho a la tutela judicial efec­
tiva «no otorga a sus titulares un derecho inconeticionado
a la plena sustanciación del proceso, sino que es com­
patible con un pronunciamiento motivado del órgano
judicial en fase instructora que le ponga término anti­
cipadamente, siempre que el órgano judicial entienda
razonadamente que los hechos imputados carecen de
ilicitud penal (SSTC 203/1989, fundamento jurídico 3,
y 351/1993, fundamento jurídico 2, por todas).

La decisión de sobreseimíento provísional contra la
que se recurre en amparo fue adoptada en la llamada
«fase de preparación de juicio ora!>. del procedimiento
abreviado. Este momento procesal comienza después
de la terminación de la instrucción jurisdiccional. La fina­
lidad de tal decisión es resolver sobre la procedencia
de abrir o no el juicio oral y, en su caso. la fijación del
procedimiento adecuado y el órgano competente para
el enjuiciamiento.

4. En definitiva. los Autos que acordaron y confir­
maron el sobreseimiento provisional no lesionaron el
derecho de los recurrentes a la tutela judicial efectiva,
pues el ius ut procedatur que ostenta el ofendido por
el delito no contiene ní un derecho absoluto a la tra­
mitación de toda la instrucción penal. ni un derecho a
la práctica de todas las pruebas que las partes soliciten.
Tampoco se tutela constitucionalmente un derecho
incondicionado a la apertura del juicio oral. Este Tribunal
tiene declarada la conformidad con los principios y nor­
mas del ordenamiento constitucional. tanto de los Autos
de inadmisión de la notitia criminL~los cuales pueden
dictarse inaudita parte, como los de sobreseimiento,
pues el derecho de querella no conlleva el de la obtención
de una Sentencia favorable a la pretensión penal (SSTC
203/1989,191/1992,37/1993. entre otras).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AÚTORIOAO QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veintidós de abril de mil nove­
cientos noventa y siete.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vi­
cente Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Enrique
Ruiz Vadillo.-Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.-Pa­
blo García Manzano.-Firmado y rubricado.

10852 Sala Primera. Sentencia 86/1997, de 22 de
abril de 1997. Recurso de amparo
3.070/1996. Contra Sentencia del Juzgado
de Primera Instancia núm. 3 de Segovia recaí­
da en procedimiento de menor cuantía.
Supuesta vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva: Emplazamiento edictal no
lesivo del derecho.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente, don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Villalón, don
Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera, y don Pablo García Manzano, Magistrados. ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.070/96. promovido
por don Mario López de la Flor, representado por el
Procurador de los Tribunales don Carlos de Grado Viejo,
y asistido del Letrado don Pedro Hernández García, inter­
puesto contra la Sentencia del Juzgado de Primera Ins­
tancia núm. 3 de Segovia, de fecha 19 de junio de 1991.
recaída en el procedimiento de menor cuantía
núm. 41/91. Han sido parte don Alberto Esteban de
Andrés y don Juan Francisco Lucas Yagüe. represen­
tados por el Procurador de los Tribunales don Víctor
E. Mardomingo Herrero, y asistidos del Letrado don
Manuel Holgueras Fariñas. Ha intervenido el Ministerio
Físcal. Ha sido Ponente el Magistrado don Enrique Ruiz
Vadillo. quien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Mediante escrito de 29 de julio de 1996, don
Mario López de la Flor, representado por el Procurador
de los Tribunales don Carlos de Grado Viejo, y asistido
del Letrado don Pedro Hernández García, interpuso recur­
so de amparo contra la Sentencia del Juzgado de Primera
Instancia núm. 3 de Segovia, de fecha 19 de junio
de 1991. recaída en el procedimiento de menor cuantía
núm. 41/91. basándose en síntesis en los siguientes
hechos:

A) La demanda iniciadora de los autos de juicio de
menor cuantía núm. 41/91 seguida ante el Juzgado de
Primera Instancia núm. 3 de Segovia se interpuso contra
el ahora solicitante de amparo señalándose como su
domicilio. el sito en la ciudad de Segovia. avenida Juan
Carlos 1. núm. 14.

B) La demanda fue admitida a trámite por el referido
Juzgado, mediante providencia de fecha 14 de febrero
de 1991, y en el momento de la práctica del empla­
zamiento del recurrente, se levantó diligencia por la comi­
sión judicial en la que se hizo constar que el núm. 14
de la avenida Juan Carlos 1. de Segovia se correspondía
con las instalaciones militares de la Base Mixta y Carros
de Combate, así como que personada dicha Comisión
en el núm. 18 actual-antiguo núm. 14-, se le comunicó
por los vecinos del citado inmueble que don Mario López
de la Flor se ausentó del domicilio indicado. en el pasado
mes de diciembre de 1990, habiéndose trasladado a
Madrid, ignorando más detalles sobre su paradero.

e) Por providencia de 9 de mayo de 1991. se acordó
poner dicha diligencia en conocimiento de la parte acto­
ra, a los efectos de que facilitara un nuevo domicilio,
o en su caso, instara lo que a su derecho conviniera.
Dicha representación presentó escrito al Juzgado el
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día 21 de mayo de 1991, en el que indicó su desco­
nocimiento del domicilio del demandado, solicitando por
ello, el emplazamiento del mismo mediante la publica­
ción del correspondiente edicto en el «Boletín Oficial
de la Provincia de Segovia».

D) Por providencia de fecha 22 de mayo de 1991,
se acordó el emplazamiento del demandado mediante
la publicación del edicto solicitado, en la forma prevenida
en el arto 269 L.E.C. Lo que en efecto se llevó a cabo
en el «Boletín Oficial de la Provincia de Segovia» del
día 5 de junio de 1991. Transcurrido el plazo de diez
días señalado en el edicto publicado, se dictó providencia
el 19 de junio de 1991 por la que se declaró en rebeldía
a don Mario López de la Flor al no haber procedido
a personarse en plazo y forma legal, continuándose el
procedimiento por sus trámites procesales pertinentes.

Se dictó Sentencia el día 18 de noviembre de 1991,
en la que se estimó en su integridad la demanda for­
mulada, publicándose la misma por medio del corres­
pondiente edicto en el «Boletín Oficial de la Provincia
de Segovia» de noviembre de 1991.

E) El 19 de diciembre de 1995 por escrito de la
Procuradora de los Tribunales doña María Teresa Pérez
Muñoz, en nombre de los demandantes don Francisco
Lucas Yagüe y don Alberto Esteban de Andrés, se indicó
al órgano judicial que a los efectos de llevar a cabo
la ejecución de la Sentencia dictada, el demandado don
Mario López de la Flor, mayor de edad, viajante, casado
con doña María del Carmen Alonso Ramírez, tenía su
domicilio en la vivienda sita en la planta cuarta, letra
B, de la finca núm. 18 de la Calle de la Argentina, de
la localidad de Casiada (Madrid).

F) Don Mario López de la Flor vino a tener cono­
cimiento de la existencia del procedimiento judicial segui­
do contra él. en la fecha del 12 de febrero de 1996,
cuando se le practicó el embargo de sus bienes a través
del Juzgado de Primera Instancia núm. 2 de Coslada
(Madrid), mediante exhorto núm. 31/96, como conse­
cuencia del procedimiento de menor cuantía antes indi­
cado, requiriéndosele a tal efecto para que designara
bienes de su propiedad sobre los que trabar embargo
en cuantía suficiente para cubrir la suma de 41.000.000
de pesetas. En dicho momento se le efectuó el corres­
pondiente traslado de la cédula de notificación y del
escrito a la misma adjuntado, de fecha 18 de diciembre
de 1995, en el que se incluía una relación de supuestos
daños y perjuicios. acordado ello mediante providencia
de 4 de enero de 1996.

G) En esta última resolución se le indicaba que se
tenía por instada la ejecución de la Sentencia firme dic­
tada en el procedimiento citado, dándosele traslado de
los referidos escritos en su domicilio de Coslada, 'para
que en el plazo de seis días contestara lo que estimare
por conveniente, bajo los apercibimientos legales per­
tinentes; además se le comunicaba que se tenía por
solicitado el recibimiento del incidente a prueba y se
decretaba el embargo en la cantidad referida sobre bie­
nes del ahora solicitante de amparo. Contra dicha reso­
lución interpuso finalmente el recurrente recurso de repo­
sición, que fue desestimado.

H) Asimismo, por el ahora demandante se interpuso
recurso de revisión ante la Sala de lo Civil del Tribunal
Supremo, tramitándose el mismo bajo el núm. 851/96,
dictándose Auto el día 5 de julio de 1996, en el que
se acordó inadmitir la demanda de revisión planteada,
lo que motiva la interposición del presente recurso de
amparo.

2. En cuanto a la fundamentación jurídica de la
demanda, alega el recurrente la vulneración de su dere­
cho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 C.E.), como
consecuencia del hecho de haber sido emplazado en

un domicilio que no se correspondía con la realidad,
lo que le impidió contestar a la demanda origen del pro­
cedimiento judicial, así como practicar la prueba per­
tinente en defensa de sus intereses.

3. Por providencia de 4 de noviembre de 1996, se
acordó la admisión a trámite de la presente demanda
de amparo, así como. a tenor de lo dispuesto en el arto
51 LOTC, requerir al Juzgado de Primera Instancia núm.
3 de Segovia, para que en el plazo de diez días remitiera
testimonio de los autos de juicio de menor cuantía
41/91, ínteresando al mismo tiempo, el emplazamiento
de cuantas personas fueron parte en dicha causa judicial.
con excepción del recurrente en amparo, para que en
el plazo máximo e improrrogable de diez días. compa­
recieran en el presente procedimiento constitucional, si
a su derecho conviniera.

4. Por providencia de 19 de diciembre de 1996
se tuvo por personado a don Víctor E. Mardomingo Herre­
ro, Procurador de los Tribunales, en nombre y repre­
sentación de don A!6erto Esteban de Andrés y don Juan
Francisco Lucas Yagüe, así como por recibido el tes­
timonio de las actuaciones solicitado al Juzgado de Pri­
mera Instancia núm. 3 de Segovia.

5. Por providencia de 13 de enero de 1997, con­
forme a lo dispuesto en el arto 52 LOTC se acordó dar
vista de las actuaciones recibidas, y de las demás exis­
tentes en el presente recurso de amparo en Secretaría,
por un plazo común de veinte días al Ministerio Fiscal.
a la representación procesal del recurrente en amparo,
así como a don Víctor E. Mardomingo Herrero, Procu­
rador de los Tribunales, en nombre y representación de
don Alberto Esteban de Andrés. y don Juan Francisco
Lucas Yagüe para que dentro de dicho plazo pudieran
presentar las alegaciones que a su derecho conviniera.

6. La representación procesal del recurrente en
amparo por escrito registrado el día 6 de febrero de
1997, se ratificó en las manifestaciones efectuadas con
anterioridad en el presente recurso de amparo, reite­
rando su contenido.

7. Por escrito de 7 de febrero de 1997, don Víctor
E. Mardomingo Herrero, Procurador de los Tribunales,
en nombre y representación de don Alberto Esteban de
Andrés, y don Juan Francisco Lucas Yagüe realizó las
siguientes alegaciones:

A) Por el recurrente en amparo, se estima vulnerado
el arto 24.1 de la Constitución, por causarle indefensión,
según sus propias palabras: «por no haber sido citado
en el domicilio que correspondía, en el que sin embargo
sí resulta citado posteriormente pero ya en el trámite
de ejecución», afirmación que no se comparte, puesto
que el domicilio señalado es el que él mismo señala
en Segovia. como se ha determinado en la relación de
hechos precedente, aunque posteriormente pudo ser
conocido su posible domicilio en Coslada (Madrid), y
allí es intentada con éxito la notificación del incidente
de ejecución con la finalidad de que procediera a per­
sonarse y exponer lo que a su derecho convenga, en
el inicio del incidente de ejecución.

B) Se comparte, con matices, la indicación de su
domicilio como el de Coslada desde hace varios años.
yen todo caso con anterioridad al inicio del tan señalado
procedimiento de menor cuantía núm. 41/91, puesto
que la demanda se presentó a reparto en fecha 12 de
febrero de 1991, intentándose la notificación personal
el día 9 de mayo de 1991, por el Agente judicial. el
que señala en la propia diligencia que por indicación
de los vecinos don Mario López de la Flor se ha tras­
ladado a Madrid el pasado mes de diciembre, ignorando
más detalles. Además de la documentación aportada
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por el propio recurrente en amparo consta que el con­
trato de suministro de «Gas Madrid S. A.». es de fecha
7 de enero de 1991. y por el justificante de empadro­
namiento de 1 de marzo de 1991. por cambio de domi­
cilio en fecha próxima a la presentación de la demanda.

C) Ignorando la parte actora el domicilio del deman­
dado. se solicitó el emplazamiento por edictos. en la
forma prevenida en el art. 269 de la L.E.C. ante la impo­
sibilidad. por criterios de certeza racional. como así ha
resultado. de citarle por los otros medios normales. La
citación edictal se utilizó una vez agotadas el resto de
posibilidades. intentando dar la mayor publicidad posible.
y como último medio para que el demandado pudiera
ejercitar sus derechos.

8. Por el Ministerio Fiscal. mediante escrito de 18
de febrero de 1997. se solicitó la denegación del amparo.
efectuándose las siguientes manifestaciones:

A) La demanda de amparo. con base en el arto 24.1
C.E.. residencia la vulneración en la incorrecta comu­
nicación de la existencia del pleito a través de un empla­
zamiento edictal: Tal forma de proceder del Juzgado
desencadenó la ausencia del proceso del aquí recurrente
en amparo. que. siendo notificado por edictos para todos
los actos procesales. se vio imposibilitado de defenderse.
no acudiendo. en consecuencia. a alegar. a los actos
de prueba o a la interposición de los recursos pertinentes
contra la Sentencia que en su contra se dictó por el
Juzgado de Primera Instancia núm. 3 ce Segovia. A juicio
del recurrente la actuación posterior al conocimiento del
proceso. en ejecución de Sentencia o en recurso de revi­
sión. no remedia la indefensión en que le sume la reso­
lución del Juzgado que coronó un proceso en su
ausencia.

Una primera observación que cabría hacer al respecto
es que. conteniendo el fallo de la Sentencia de instancia
una parte declarativa del carácter doloso del modo de
actuar del demandado -aquí recurrente- y otra de con­
dena al pago de unos daños y perjuicios. es lo cierto
que este último extremo se sigue discutiendo en su cuan­
tia. lo que se revela del examen de las actuaciones. Efec­
tivamente. una vez comparecido el condenado en la vía
de apremio. pudo realizar toda clase de actos procesales
de defensa atinentes a aquel objeto. lo que era factible
toda vez que la Sentencia defería tal cuestión a la eje­
cución. Ello. naturalmente. no empece a la indefensión.
en el curso del proceso hasta el dictado de la Sentencia.
pero es significativa de la reversibilidad del fallo de con­
dena que atenúa de alguna forma los perjuicios mate­
riales habidos.

B) De otro lado. la citación edictal no puede ser
descalificada. sin más. como medio de comunicación
de los actos procesales. Una cosa es que el Tribunal
Constitucional señale la trascendencia de tales actos.
lo que obliga al órgano judicial a agotar todos los medios
posibles para lograr su efectividad. y otra cosa es que
no sea lícita tal tipo de citación en los supuestos legales
de domicilio desconocido·o ignorado paradero. El criterio.
para tal tipo de emplazamiento. aparece en la reciente
STC 126/1996 en cuyo fundamento jurídico 2.0

• párrafo
2. 0

• se dice: «La anterior argumentación permite razonar
a contrario sensu que es lícita y constitucionalmente
correcta tal forma de comunicación en supuestos de
agotamiento de medios y certeza de inutilidad de
emplear otros. En suma: En esta materia más que en
ninguna otra se impone la consideración de las circuns­
tancias del caso concreto».

C) En el presente caso. la demanda dirigida contra
el señor López de la Flor data del 1 de septiembre
de 1990. si bien por razones ignoradas no se repartió
al Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de Segovia hasta
el 12 de febrero del año siguiente. En la misma los

actores señalaban como domicilio del demandado el del
núm. 14 de la Avda. Juan Carlos l. de Segovia. No ofrece
dudas que tal fijación de domicilio obedecía a una rea­
lidad jurídica ya que este es un hecho que reconoce
el propio demandado que dice no haberse ausentado
de él en la fecha en que la demanda se presentó (sep­
tiembre de 1990). de otro lado. tal domicilio era el único
que figura en la documentación anterior relativa a ante­
riores litigios entre actores y demandado y que puede
comprobarse en las actuaciones llegadas a la sede del
Tribunal Constitucional.

A juicio del Ministerio Fiscal, lo anterior descarta no
sólo una maquinación del actor sino la creencia del Juz­
gado de que podía ser citado en el mismo.

D) El emplazamiento se realiza. pues. en el ante­
dicho domicilio en el que comparece la comisión judicial
el 9 de mayo de 1991 en el que existe un acuarte­
lamiento militar. Sin embargo. el Juzgado. se dirige al
núm. 18 de la misma calle. que era el 14 antiguo. en
donde se le comunica que se ha trasladado a Madrid
sin que se sepan más detalles. Quizás. en este acto.
hubiera sido necesario que se entregara la cédula al
vecino. como preceptúa el arto 268 L.E.C. para que se
le hiciera llegar «así que regrese a su domicilio». Sin
embargo. tal precepto parece pensado para los supues­
tos de una ausencia no prolongada. perdiendo su vir­
tualidad en supuestos como el de autos de descono­
cimiento del paradero por «haber mudado de habita­
ción». como dice el arto 269 L.E.C. lo que justificaría
la citación edictal. al no derivarse utilidad alguna de la
entrega de documentaciól) a persona que desconoce
dónde se halla el emplazado.

Quizás. si de tal acto se hubiera pasado a la citación
edictal. podría hablarse de indicio de lesión. pero el Juz­
gado llama al actor para que facilite otro domicilio del
demandado. diligencia que resulta infructuosa. Sólo des­
pués de ello se pasa a la citación edictal. La circunstancia
de que los edictos se publiquen en el «Boletín Oficial
de la Provincia de Segovia» y no en el de Madrid. no
tiene. a juicio del Ministerio Fiscal, transcendencia algu­
na. a efecto de indefensión.

Parece. pues. que se daban los condicionamientos
para que se produjera la citación edictal.

E) Este caso se distancia. de esta forma. de otros
en los que recientemente el amparo se otorgó cuando
el Juzgado tuvo oportunidad de conocer otros domicilios
por documentación obrante en la causa (SSTC 81/1996
y 121/1996).10 que cualifica aquellos supuestos en rela­
ción con el aquí contemplado. No parece. por último.
que sea concebible. una negligencia del Juzgado en com­
binación con una conducta de los actores. renuente a
localizar al demandado. cuando. siendo estos últimos
los más interesados en la ejecución de la Sentencia.
no consiguen la localización de aquél sino cinco años
después de su firmeza.

9. Por providencia de 21 de abril de 1997. se señaló
para la deliberación y votación de la presente Sentencia
el día 22 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. Este Tribunal. como se señala en la STC
126/1996. ha destacado en numerosas ocasiones la
importancia en todos los órdenes jurisdiccionales de la
efectividad de los actos de comunicación procesal. y.
en particular. del primero de ellos. a través del cual el
órgano judicial pone en conocimiento de las partes la
propia existencia del proceso. por la trascendencia que
estos actos tienen para garantizar el principio de con­
tradicción o audiencia bilateral de las partes. que forma
parte del contenido del derecho reconocido en el arto
24.1 C.E. a la tutela judicial efectiva sin que en ningún
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caso se produzca indefensión. Ello impone a los órganos
judiciales un especial deber de diligencia en la realización
de dichos actos para asegurar,en la medida de lo posible,
su recepción por los destinatarios, dándoles así la oca­
sión de defenderse y ello convierte, lógicamente, el
emplazamiento, citación o notificación personal en el
medio normal de comunicación (SSTC 242/199 l,
275/1993, 108/1995 Y 148/1995, entre otras). En
este mismo sentido, nuestra doctrina ha sido particu­
larmente estricta con la forma de emplazamiento edictal.
dado el evidente riesgo de ineficacia causante de inde­
fensión, sin que, no obstante, hayamos llegado por ello
a negar validez constitucional en todo caso a esta forma
de emplazamiento, aunque, eso sí, sometiéndola a una
serie de condiciones rigurosas.

De esta manera, en el orden procesal civil, hemos
subrayado el carácter estrictamente subsidiario que debe
asumir el emplazamiento por edictos previsto en el art.
269 L.E.C. En primer lugar, sólo cabe acudir a él en
los supuestos que expresamente contempla el citado
precepto, esto es, «cuando no conste el domicilio ae
la persona que deba ser notificada o por haber mudado
de habitación se ignore su paradero», haciéndose constar
así por diligencia. y, en segundo lugar, el emplazamiento
edictal requiere, por su cualidad de último medio de
comunicación, no sólo el agotamiento previo de las otras
modalidades que aseguren en mayor grado la recepción
por el destinatario de la correspondiente notificación,
así como la constancia formal de haberse intentado su
práctica, sino también que el acuerdo o resolución judi­
cial de considerar que la parte se halla en paradero igno­
rado se funde en criterios de razonabilidad que lleven
a la convicción o certeza de la inutilidad de aquellos
otros medios normales de emplazamiento (SSTC
233/1988, 174/1990, 242/1991 y 324/1994, entre
otras). .

Ahora bien, como síempre que se trata de enjuíciar
la existencia de una posible indefensión contraria al art.
24.1 C.E., no basta, y' así lo hemos declarado repeti­
damente (por todas, STC 105/1995), con que se haya
producido la transgresión de una norma procesal. en
este caso, por vía de hipótesis de las que rigen el empla­
zamiento adictal de los demandados en el proceso civil,
interpretadas en los términos que se acaban de señalar,
sino que es necesaria la concurrencia de otros requisitos.
En prímer lugar, la índefensíón ha de ser material y no
meramente formal. lo que implica que ese defecto formal
haya supuesto un perjuicio real y efectivo para el deman­
dado en sus posibilidades de defensa (SSTC 43/1989,
101/1990,6/1992 y 105/1995, entre otras). Pero, ade­
más, en segundo lugar, es necesario que la indefensión
padecida no sea imputable a la propia voluntad o a la
falta de diligencia del demandado. Para juzgar este últi­
mo extremo, hemos declarado también con reiteración
que es necesario atender a las circunstancias concurren­
tes en cada caso y, en particular, a la diligencia que
el emplazado edictalmente haya observado a fin de com­
parecer en el proceso y al conocimiento extraprocesal
que haya podido tener de su existencia, pues está vedado
que sostenga una denuncia constitucional de indefen­
sión quien, por su actitud pasiva y negligente, coadyuvó
a su producción al no comparecer en el proceso estando
a tiempo de hacerlo, pese a tener conocimiento de su
existencia por cauces distintos a su emplazamiento per­
sonal o haberlo podido tener si hubiera empleado una
minima diligencia (SSTC 87/1988, 72/1990,
174/1990,275/1993 y 105/1995, entre otras).

,

2. Expuesta la doctrina general, debemos entrar ya
en el examen del caso, comprobando si concurren o

no todos los requisitos necesarios para apreciar la exis­
tencia de indefensión.

Discuten las partes acerca de la regularidad de su
emplazamiento edictal. lo cual es relevante para poder
determinar la existencia o no de una infracción procesal.
como primero de los requisitos que integran el juicio
de indefensión. A este respecto, ambas partes consi­
deran como un hecho cierto que el Juzgado intentó pri­
mero, con resultado negativo, el emplazamiento personal
del demandado en el domicilio facilitado en la demanda:
Avenida de Juan Carlos 1, núm. 14, de Segovia. Partiendo
de esta base, el recurrente alega que el Juzgado no
cumplió con las exigencias impuestas por la doctrina
de este Tribunal para la utilización del emplazamiento
edictal. pues, frustrado ese primer intento, no agotó las
posibilidades de llevar a cabo un emplazamiento per­
sonal. Llega incluso el recurrente a imputar a la otra
parte una ocultación del verdadero domicilio, toda v'ez
que proporcionó el mismo al órgano judicial en la fase
de ejecución del procedimiento, cuando dicha informa­
ción debería haber sido puesta a disposición del Juzgado
en el momento inicial de la causa, a los efectos de la
correcta realización de la diligencia de emplazamiento
con el ahora recurrente. Por el contrario, la parte deman­
dante en aquel juicio y hoy comparecida en este recurso,
defiende la pertinencia de aquel emplazamiento edictal.
una vez intentado sin efecto el emplazamiento en el
domicilio indicado en la demanda. puesto que el mismo
era el único que constaba como cierto a dicha parte
litigante, hecho que queda corroborado por el contenido
de la propia diligencia negativa de emplazamiento, donde
se hace constar que evidentemente el demandado y aho­
ra recurrente tuvo en dicho inmueble su domicilio hasta
el mes de diciembre de 1990.

Se evidencia, por consiguiente, en el intento frustrado
del órgano judicial por llevar a cabo el emplazamiento
personal del demandado, lo que implica efectivamente
que en el presente caso se adoptaron de manera razo­
nable las cautelas y garantías adecuadas para asegurar
que esa finalidad de conocimiento de las resoluciones
y demás actuaciones judiciales no quedara frustado por
causas ajenas a la voluntad del demandado (SSTC
125/1995 y 64/1996).

Por todo ello resulta obvio que en el supuesto de
autos no existió por parte del Juzgado la infracción
denunciada de las normas procesales que rigen el empla­
zamiento ediCtal en los procesos civiles. ya que las mis­
mas fueron interpretadas de acuerdo con la doctrina
de este Tribunal. no habiéndose provocado. por tanto,
la manifestada indefensión. a expensas sólo del examen
del último de los requisitos necesarios para entenderla
consumada, que abordamos a continuación

3. Queda, pues. por examinar para resporod •. , a >s
cuestiones planteadas por las partes si, pec:o ." ia Utl·

Iización por el Juzgado del emplazamiento edietal. ei
recurrente coadyuvó de alguna manera ,"on su CCintlUct;:¡
a la producción del perjuicio padecid;:. en sus pos:bi·
lidades de defensa. Como indicamos al exponer 18 doc­
trina de este Tribunal al respecto, el juicio de impl <\2'

bilidad al recurrente de la propia indefensión suhda na
de hacerse teniendo en cuenta las círs ..mstanclds con·
currentes en el caso concreto Y. dentro de ellas. en p~r·
ticular, si tuvo, o pudo haber tenido. unplenndo un míni­
mo de diligencia, un conocimiento e'!raproccs81 de la
pendencia del pleito en un momento procesa: todavía
oportuno para personarse y actuar en él t:Ul deiensa de
sus intereses (SSTC 181/1985, 24/1986, i'l7/1988.
101/1990,129/1991,227/1994 y le'1/ IS95. entre
otras).
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La cuestión se traslada. pues. a un problema de prue­
ba de la concurrencia de dichas circunstancias. cuya
carga no recae sobre el propio recurrente que alega la
indefensión (SSTC 133/1986 y 334/1993. entre otras).
y que ha de ser. en principio. fehaciente (SSTC
181/1985. 24/1986. 45/1987. 110/1987 Y
129/1991. entre otras). aunque basta con que del exa·
men de las actuaciones pueda deducirse de manera sufi­
ciente y razonable la concurrencia de las mismas (SSTC
87/1988. 151/1988. 163/1988. 57/1991 Y
334/1993., entre otras).

El recurrente manifiesta que fue en fecha 12 de febre­
ro de 1996. -momento en el que le fue practicado el
embargo de sus bienes a través del Juzgado de Primera
Instancia núm. 2 de Coslada (Madrid). mediante exhorto
núm. 31/1996. como consecuencia del procedimiento
de menor cuantía antes indicado. requiriéndosele para
que designara bienes de su propiedad sobre los que
trabar embargo y en cuantía suficiente para cubrir la
suma de 41.000.000 de pesetas-o cuando vino a tener
conocimiento de la existencia del procedimiento seguido
en su rebeldía. que hasta entonces desconoció por com­
pleto. aunque teniendo en cuenta las circunstancias con­
currentes. llama la atención que el demandante no dejara
constancia de su nuevo domicilio.

4. Por ello. ha de afirmarse que en el presente caso
no cabe imputar el desconocimiento de la existencia
del proceso a una falta de diligencia del recurrente. lo
que nb es óbice a que por el órgano judicial haya res­
petado suficientemente el derecho de defensa del mismo
(art. 24.1 C.E). toda vez que se ha procedido. agotando
las posibilidades a su alcance. a procurar su emplaza­
miento personal. a los efectos de garantizar la existencia
de un juicio celebrado contradictoriamente. Al no haber
sido posible la producción de dicho acto de comUni­
cación procesal en tal forma. habiéndose llevado acabo.
en este caso. el previo agotamíento de los medios ordi­
narios establecidos en la Ley Procesal. que por otra parte.
han resultado inútiles e inviables. debe considerarse que
el recurso a la publicación de edictos es fruto de la uti­
lización de un criterio de racionalidad al haber sido uti­
lizado excepcional y supletoriamente como último reme­
dio procesal. por lo que finalmente. cabe concluir. como
ya ha quedado dicho. que en el presente caso no ha
existido la indefensión alegada por el demandante. y
por ende la lesión constitucional a su derecho a la tutela
judicial efectiva (art. 24.1 C.E.). sin que se pueda con­
siderar vulnerado dicho derecho fundamental como con­
secuencia de la publicación edictal llevada a cabo por
el órgano judicial.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por don Mario López
de la Flor.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado». .

Dada en Madrid a veintidós de abril de mil nove­
cientos noverita y siete.-Álvaro Rodríguez Bereijo.-Vi­
cente Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Enríque
Ruiz Vadillo.-Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.-Pa·
blo García M;.'1zano.-Firmado y rubricado.

10853 Pleno. Sentencia 87/1997. de 24 de abril de
1997. Conflicto positivo de competencia
1.080/1990. Promovido por el Consejo Eje­
cutivo de la Generalidad de Cataluña en rela­
ción con la expresión «en lengua castellana"
contenida en el arto 36. 1 del Real Decreto
1.597/1989. de 29 de diciembre. por el que
se aprueba el Reglamento del Registro Mer­
cantil.

El Pleno del Tribunal Constitucional. compuesto por
don Alvaro Rodríguez Bereijo. Presidente; don Fernando
García-Mon y González-Regueral. don Vicente Gimeno
Sendra. don Julio Diego González Campos. don Pedro
Cruz Villa Ión. don Caries Viver Pi-Sunyer. don Enrique
Ruiz Vadillo. don Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.
don Tomás S. Vives Antón y don Pablo García Manzano.
Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el conflicto positivo de competencia núm.
1.080/90. promovido por el Consejo Ejecutivo de la
Generalidad de Cataluña. representado por el Letrado
don Ramón Riu i Fortuny. en relación con la expresión
«en lengua castellana» contenida en el art. 36.1 del Real
Decreto 1.597/1989. de 29 de diciembre. por el que
se aprueba el Reglamento del Registro Mercantil. Ha
comparecido el Abogado del Estado. en la representa­
ción que legalmente ostenta y ha sido Ponente el Magis­
trado don Caries Viver Pi-Sunyer. quien expresa el pare­
cer del Tribunal.

l. Antecedentes

1. En fecha 26 de abril de 1990. y tras haber sido
rechazado el correspondient~ requerimiento de incom­
petencia. el Letrado don Ramón Riu i Fortuny. en nombre
del Consejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña.
promovió conflicto positivo de competencia frente al
Gobierno de la Nación por estimar que la expresión «en
lengua castellana» contenida en el art. 36.1 del Real
Decretb 1.597/1989. de 29 de diciembre. por el que
se aprueba el Reglamento del Registro Mercantil. vulnera
las competencias asumidas por la Generalidad de Cata­
luña.

2. Los términos del conflicto. según resulta de la
demanda y documentación adjunta. se cifran en lo
siguiente:

Afirma el Consejo Ejecutivo que se encuentra nue­
vamente en la necesidad de plantear una acción en una
materia de especial transcendencia para Cataluña. como
es la lingüística. debido a la escasa sensibilidad demos­
trada en este tema por el Gobierno al dictar una dis­
posición general en la que se desconoce que. junto a
la castellana. en Cataluña también es oficial la lengua
catalana.

El mandato contenido en el arto 36.1 del Real Decreto
1.597/1989. continúa el Consejo Ejecutivo. impide que
puedan extenderse los asientos registrales en catalán.
o en las demás lenguas oficiales en las respectivas Comu­
nidades Autónomas. cuando el documento a inscribir
está redactado en esa lengua. invadiéndose así la com­
petencia de ordenación lingüística de la Generalidad.
pues se establece un régimen lingüístico en el ámbito
del Registro Mercantil. también para Cataluña. en el que
no se admite qué el catalán pueda producir los plenos
efectos jurídicos que. como lengua oficial. han de corres-


